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PROCURACION GENERAL DE LA
‘SUPREMA CORTE DE JUSTICIA



 

La Plata, noviembre 9 de 1998.-



VISTO:



La atribución del Ministerio Público para actuar con legitimación plena en defensa de los intereses de la sociedad (art.1 ley 12.061), y la necesidad, como consecuencia de la misma, de contar con un sistema apropiado para la protección de quiénes, por colaborar con la administración de justicia, corran peligro de sufrir algún daño, y



CONSIDERANDO:



Que a tal efecto deben instrumentarse los medios necesarios para resguardar la persona y bienes de los testigos que se hallaren ante un peligro cierto como correlato del cumplimiento de sus obligaciones procésales.



Que dicha instrumentación se halla a cargo del Ministerio Público Fiscal (art. 40 Ley 12.061).



Por ello, el Procurador General de la Suprema Corte de Justicia en uso de sus atribuciones (art. 189 Constitución Provincial, art. 13 inc. 11  y 19, y art. 40 de la ley 12.061)
                  RESUELVE:
Art.1: Cuando medie presunción de peligro cierto, y las circunstancias del caso lo justifiquen, la Procuración General, podrá  disponerse la protección de testigos en el marco de la investigación penal preparatoria, a solicitud del Fiscal de Cámaras Departamental.
Art.2: Las medidas de protección podrá n consistir en su traslado y/o cualquier otra disposición de seguridad que se considere procedente en el marco de los convenios que al respecto se establezcan con las fuerzas de seguridad. Dichas medidas podrá n extenderse también al núcleo familiar directo o personas convivientes con el testigo.
Art.3: Previo proveer la protección de una persona determinada, la Procuración General contar con un informe escrito y reservado del Fiscal de Cámaras Departamental en el cual de detallar  la investigación a la cual el testigo se halla vinculado, evaluación de la incidencia de su testimonio, evaluación psicológica, antecedentes criminales, si los tuviere, y medidas de tutela que se estimen convenientes.
Art.4: Con los elementos señalados en el artículo precedente, la Procuración General resolver   la aplicación al caso del sistema o programa de protección que se evalúe como aplicable. La Secretarla de Policía Judicial y Política Criminal coordinar  la aplicación de dicho sistema.
Art.5: Una vez resueltas por la Procuración General las medidas de protección que correspondan, previo a su instrumentación, el testigo suscribir  un acta de compromiso por ante el Fiscal de Cámaras Departamental en la cual se hará  constar:
a)
Su consentimiento para ingresar al sistema y su conformidad con las normas que lo regulan.
b)
Su obligación de no evidenciar ni denunciar su situación procesal.
c)
La prestación de colaboración razonable a todos los requerimientos del personal que le provea protección.
d)
Su obligación de poner en conocimiento cualquier denuncia, obligación legal o proceso en su contra.
e)
La suma de dinero que se abonar   para su sustento, modalidad de alojamiento y alimentación y transporte de muebles de su propiedad al domicilio que se fije.
f)
En el caso de que el programa se aplique a terceras personas familiares o convivientes con el testigo, se dejar  constancia de las mismas y de los alcances de su protección.
Art.6: En ningún caso se proveer  el aporte de los medios señalados en el inciso e del articulo precedente por tiempo indeterminado.
Art.7: La Procuración General podrá  disponer la protección de un testigo en forma temporaria, hasta tanto se cumplimenten los requisitos previstos en los artículos precedentes, si circunstancias de tiempo, modo y lugar hicieran procedente la aplicación de medidas urgentes. La protección provisoria no podrá  exceder de dos meses.
Art.8: Por instancia propia o a pedido del Fiscal de Cámaras Departamental podrá   resolverse fundadamente la exclusión en cualquier momento del sistema de protección, de cualquier persona que viole el acta de compromiso, o proveyera falsa información o denunciara circunstancias falsas en virtud de las cuales se hubiera dispuesto su inclusión en el programa. Por tratarse de una atribución legal especifica de la Jefatura del Ministerio Público, dicha decisión no se hallar  sujeta a revisión alguna.
Art.9: La Procuración General dispondrá  las medidas pertinentes para que se cumplimenten las relaciones jurídicas del testigo protegido ya sean preexistentes o emergentes de la afectación al presente r‚gimen.
Art.10: Se considerar  falta grave que un funcionario o agente judicial divulgue o proporcione información relacionada con testigos protegidos, que afecten o pongan en peligro la seguridad de los mismos.
Art.11: Sobre la base de las presentes disposiciones se propondrá  al Ministerio de Justicia y Seguridad la creación de una Dirección de Seguridad Personal, unidad policial que actuar  bajo la conducción del citado Ministerio, conforme a las estructuras, objetivos y metas que determine la reglamentación. Dicha dirección se hallar  a cargo de un oficial de carrera con título de abogado, y sus integrantes, sin perjuicio de hallarse comprendidos en la ley 12.155, tendrá n las atribuciones y funciones que el art. 26 de dicha ley confiere a la Policía de Investigaciones en Función Judicial.
Art.12: Regístrese y Comuníquese.
 Esta Resolución ha sido registrada bajo el número 536.
